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finca fili a l so lo precedido por el gravamen referido al 
impuesto sobre bienes inmuebles. ,El administrador expedirá 
la certificación de las sumas que los propietarios adeuden pür 
estos conceptos. Esta certificación, refrendada por el 
contador público autorizado, constituirá título ejecutivo 
hipotecario ... " 

Así las cosas y dada la importancia que tiene el régimen de 
propiedad ho.rizontal , las cuotas de mantenimiento. a que están obligado.s a 
contribuir todos los copropietarios de un condominio para sufragar los 
gastos de administración, conservación y operación de los servici?s y 
bienes comunes, implica que se haga necesario contar cün un meca~l smü 
legal y expedito para e l cobro. de dichas cuotas; de lo contran o, la 
preservación de este régimen se pon.dría en peligro atentando. c.ontra los 
intereses, tanto cümunes como particulares de cada condomllllO. Por 
estos moti vos, se requiere reformar dicho. artículo, para as í evitar que se 
interponga un recurso de incünstituci onalidad contra el mismo, 
poniéndose en peligro la estabilidad finan.ci era de los cündomini~s ~I no 
tener posibilidad de cobrar en la vía ejecutiva las cuotas de mantenllTIlento 
adeudadas. Es importante tomar en cünsideración que si se decl ara la 
inconstitucio.nalidad del artículo 20 de la Ley N" 7933 , que derogaría la 
potestad certi ficado.ra del adm inistrado.r, co.ndóminos inescrupulo.sos 
po.drían acogerse a esta eventual inconst itucionalidad para burlar la 
o.bligación de pago. que la misma ley impone. . 

En cuanto. al artículo 28: La nueva Ley Reguladora de la Propiedad 
en Condomini o, N° 7933, en su artículo 28 señala lo siguiente: . . '."Los 
acuerdos de la Asamblea se consignarán en un libro de actas, legalizado 
por la Sección de Propiedad en Condomini,) del Registro Público ... " Tal 
y como quedó redactado este artículo está presentando problemas e~ la 
práctica para los casos de extravío de libros en lüs cuales se reqUiere 
necesariamente su reposición, as í como para los cambiOS de nombre de un 
condominio, en cuyo caso también se tendrá que cambiar la razól: soc ia l 
en los libros respectivos; a su vez, la leyes omisa en cuanto al libro de 
caja, en el cual se debe consignar diariamente los egreso.s que tuviere por 
concepto de gastos comunes, y los ingresos provenientes de ,los aporte,s de 
los propietarios o por cualquier otro concepto, sltuaclOn que SI se 
encontraba regulada en la anterior Ley NC 3670, ya derogada. En este 
régimen, por el auge que ha tenido en nuestros tiempos I.a fi gura del 
condominio también se hace necesario poder contar con un libro de actas 
de Junta DiJectiva, máxime que la Ley N° 7933 ya introduce en su art ículo 
29 el concepto. de que la administración de los condominios, estará a cargo 
de ' un administrador que podrá ser persona flsica o jurídica, concepto 
omitido en la ley derogada. De aquí la imp0l1ancia de regular sobr~ el 
libro de actas eLe Junta Directiva,. que es ellibr? I.egal donde s~ ~sentara la 
actividad admin'istrativa que rea lice el condomllllO. Estas omiSIOnes en la 
ley vigente, ha traído problemas en la práctica, ya que el Reg i st~o 
Nacional , que es la institución a cargo de la responsabilidad y competencia 
de legalizar el libro de actas de la asamblea de condominios, según reza el 
artículo 28 de la ley de marras, ha emitido rronunciamientü en cuanto a su 
incompetencia para legalizar los libros de caja, de Junta Directi va y para 
la reposición de libros, por pérdida o por cambio de nombre , 
fundamentándose en el principio de legalid:ld. 

El Registro Público sostiene que legalmente no es dable asumir una 
responsabilidad en funciones que la ley no le ha asignado específicamente. 
Por lo tanto, basados en este pronunciamiento del Registro Público,. es que 
se hace imperiosa la necesidad de reformar el artículo 28 aludido, de 
manera que sean corregidas a la mayor brevedad las lagunas q~e su 
redacción actual ha provocado en la práctica y para que así pueda aplicarse 
íntegramente la Ley N° 7933. . . 

Por los motivos expuestüs, se presenta el sigUiente proyecto de ley 
para que se reformen los artículos 20 y 28 de la Ley Reguladora de la 
Propiedad en Condominio. 

Con base en las anteriores consideraciones, y con todo respeto, 
someto al cono.cimiento de todos los cümpañeros diputados, el siguiente 
proyecto de ley. 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, DECRETA: 

REFORMA DE LOS ARTíCULOS 20 Y 28 DE LA LEY 
REGULADORA DE LA PROPIEDAD EN CONDOMINIO, N° 7933 

Artículo IO- Refórmase el artículo 20 de la Ley Reguladora de la 
Propiedad e!1 Condominio, N° 7933, cuyo t '~xto dirá: 

"Artículo 20.- La finca filial queda afecta, como garantía, 
en forma preferente y desde su origen, por el incumplimiento 

reposición por pérdida o deterioro, o cualquier otro trám ite 
relativo a éstos, estará a cargo de la Sección de Propiedad en 
Condominio del Regi stro Público. Los acuerdos de Asamblea 
General, as í como los de Junta Directiva se consignarán en los 
libros de actas respectivos. En el libro de caja, e l 
administrador consignará diariamente los egresos que tuviere 
por concepto de gastos comun~s, y. los ingresos prov.enientes 
de los aportes de los propletanos o de cualqUier otro 
concepto". 

Artículo 3°- Rige a partir de su publicación. 

Guillermo Constenla Umaña, Diputado 

NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de 
Comisión Permanente de Asuntos Económicos. 

San José, 7 de agosto de 2000.-1 vez.- C-20500.- (54534). 

la 

N° 14.063 

AMNISTíA TRIBUTARIA A LA MUNI CIPALIDAD 
DEL CANTÓN CENTRAL DE CARTAGO 

Asamblea Legislativa: 

La Municipalidad del cantón Central de Cartago ha venido 
realizando una gesti ón de cobro, para la recuperación de recursos, 
poniendo en práctica los mecanismos permitidos para tal fin e incluso 
llevando hasta las últimas instancias dicha labor. 

Cabe manifestar que la política fundamental es facilitarle a los 
contribuyentes mediante estas y otras técnicas el acercamien~o d~ los 
mismos al municipio para que logren ponerse ~I día en sus obliga.c.lOnes 
tributarias municipales. Es con el fin de reali zar una recuperaclOn de 
recursos que permitan tanto rebajar las cuentas con estado moros.o,. ~o 
tener una mayor liquidez y solvencia económica dentro de la inst ltu. de , : 

Sabedores de que el alto costo de vida dificulta que"Clos 
contribuyentes puedan cumplir a cabalidad con los compromisos 
adquiridos con la institución, puesto que al pretender pagar para ponerse al 
día en sus cuentas ya sus recursos son insuficientes para pagar el arreg lo 
que nuestro Departamento de Cobranzas y la institución le ofrece dentro 
del marco de actualización de cuentas por cobrar. .. 

Es importante tomar en cuenta que muchos de los contribuyen,tes 
son personas de baja condición socioeconómica, que por lo tanto se venan 
beneficiados con esta ley. 

Cons iderando que el fin primordial de las municipa lidades es 
brindar un adecuado servicio, sin que para tal fin medien fines de lucro, es 
que esta municipalidad está interesada en la gestión que con este proyecto 
de ley, la Asamb lea Legislativa autorice la amnistía del pago de las multas 
e intereses de las tasas por servicios e impuestos con el fin de colaborar en 
buena parte con los contribuyentes y con ello recuperar recursos que en el 
caso se han dejado de recuperar desde hace diez años o más. 

Las razones que nos mueven para presentar esta iniciativa es poder 
mejorar las arcas municipales en este caso, al Municipio del cantón Centra l 
de Cartago y promover una amnistía tributaria que en dicho. caso a quien 
beneficia es a los munícipes de nuestra región. No solo baja el pendiente 
s ino que el flujo de efectivo viene a funcionar normalmente, tray~nd? una 
mejoría en los estados financieros y por ende, poder darle o retnbulrle a 
ellos mejoras pa lpables en nuestro cantón. 

Por estos motivos sometemos a consideración de la As(j,......i~a 
Legislativa el siguiente proyecto de ley. , . 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, DECRETA: . 

AMNISTíA TRIBUTARIA A LA MUNICIPALIDAD 
DEL CANTÓN CENTRAL DE CARTAGO 

Artículo IO- Autorízase a la Municipalidad del cantón Central de 
Cartago para que cüncedan una amnistía tributaria a los contribuyentes 
cuyas cuentas se encuentran morosas en el pago de multas e intereses de 
las tasas por servicios e impuestos municipales no cancelados hasta el 3 I 
de agosto del 2000. . 

Dicha amnistía rige por un período de tres meses contados a partir 
de la fecha de publicación de esta ley en La Gaceta. 

Rige a partir de su publicación . 

Alicia Fournier Vargas, Diputada 

NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 
Permanente de Gobierno y Administración. 

de las obligaciones pecuniarias que el propietario llegue a tener San José, 7 de agosto del 2000.-1 vez.-C-9500.-(54535) . 
con el condominio. ~ 

Las cuotas corres'pon~iente~ a los gastos C? • INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES N° 14.064 
adeudado.s por los propletanos, aSI como las multas e m r AREA E$p 
que generen, constituyen un gravamen hipot~cario .so EC/A[j~~PATERNIDAD RESPONSABLE 
finca filial sólo precedido por el gravamen re!en.do allmp!1esto D~L~Ii~~: 
sobre

d
· b,ienl es in~fiueb~~s. d Unl contador pUbtcop~~ptf~AD DE DOOtllMfIif'flAtltlftMternidad responsable, se sustenta en la premisa 

ex pe Ira a certl IcaClOn e as sumas que os d I T"W:.)"\.,,'I, 0Mt ., n rIel roceso de crianza de 
adeuden t or ~stos co;~e'p~o:'t IEst~ ce~i~c~f~~~~c~~f~~ticada t;d¿u~iñ~ a~e~f~~~'so~ ~ab~~~~o; ~~s~~n~:b~I~~desP compart,idas entre el 
por ,un a oga o, c~ns I U1ra I ~ o eJecu IV . padre y la madre. En este sentido,. la paterni?ad s~, constituye e.n una 
Artlcu o 2°-Reformase el articulo 28 de la Ley Reguladora de la función social básica para garantizar la satlsfacclOn de neceSidades 

Propiedad en Condominio, N° 7933, cuyo texto dirá: económicas y materiales del niño o la niña alimento, vestido, edu~ación, 
"Artículo 28.- La legalización de los libros de acta~ de salud: entre otros-, y la satisfacci?,n de necesidades afectivas y 

asamblea, de Junta Directiva, de caja, o cualquier otro libro emocH;males -amor, te~ura, comprenslOn, respeto, entre otros, a fin de 
que deban llevar los condüminiüs, así cümo la renovación, garantizar su desarrollo mtegral. 
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En los últimos años, en nuestro país, se evidencia un aumento 
considerable en el número de nacimientos fuera del matrimonio y de padre 
sin registrar. De los 78.526 nacimientos reportados en 1999, un 51.5 por 
ciento corresponde a niñas y niños procreados fuera del matrimonio . De 
estos, se registran 23.845 nacimientos de padre no declarado, es decir, 
niñas y niños que sólo llevan los apellidos de la madre. La mayoría de los 
nacimientos de padre no declarado, corresponden a hijas e hijos de mujeres 
menores de 19 años registrándose un total de 16.04 1 nacimientos en este 
grupo durante 1999 i . Sin duda a lguna, este tipo de rea lidades, evidencian 
la situación de desprotección de miles de niñas, niños y mujeres, frente a 
lo cual es necesario encontrar so luciones. 

La Constitución Política indica claramente que: " ... Toda persona 
tiene derecho a saber quiénes son sus padres, conforme a la ley."2 La 
Convención Internacional de los Derechos del Niño, ratificada por Costa 
Rica en 1990, consagra el derecho de todo niño y niña a conocer a su padre 
y madre. En su artícu lo 7°, indica claramente que: "El niño será inscrito 
inmediatamente después de su nacimiento y tendrá derecho desde que nace 
a un nombre, a adquirir una nacionalidad y, en la medida de lo posible, a 
conocer a sus padres y a ser cuidados por e llos." 

Igualmente, el Código de la iñez y la Ado lescencia, instrumento 
que en nuestro país materializa los principios internaciona les de protección 
a la infancia y a la adolescencia, vigenfe desde 1998, reconoce el derecho 
de las personas menores de edad a la salud, la educac ión, e l trabajo 
regulado, la información, la cul tura, la recreación y los deportes, entre 
otros y, en general , su derecho a un desarro llo integral, fisico, psíquico y 
soc ia l. Algunas dispos iciones importantes del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, que es necesario citar, es e l artículo 4° que establece: "Es 
ob ligación general del Estado, adoptar las med idas administrativas, 
legislativas, presupuestarias, y de cualquier índole para garanti zar la plena 
efectividad de los derechos fundamenta les de los niños, niñas y 
a scentes". De especial importancia se considera e l artícu lo 31 del 

o, que establece: "Todo ni ño, niña o adolescente tiene derecho a 
c er a su padre y a su madre, a crecer y a desarro llarse a su lado y a ser 
cuidados por ellos."3 

De la nomlativa reseñada, se puede conc luir que el derecho de todo 
niño o niña, sin distinción a lguna, de conocer a su padre y madre, a saber 
quiénes son, a mantener contacto con é l o e lla, a ser cuidados y 
a limentados por estos, son derechos humanos reconocidos por la 
comun idad internacional en general y por nuestro pa ís en particul ar. A su 
vez, son derechos que desarrollan otros derechos, como e l derecho a la 
identidad personal, a la vida familiar y el desarro ll o personal. 

Evidentemente, todos estos derechos están siendo lesionados 
diariamente a l existir mi les de niño y niñas costarricenses de padre 
desconocido legalmente, que ni siquiera cumplen con sus obLigaciones 
económicas . Sin duda alguna, la inseguridad sobre la identidad de l padre y 
su negativa a reconocer y asumir su re ponsabilidades, afecta gravemente 
e l desarrollo fisico y emocional de la niña o e l niño. 

Es necesario reconocer que la paternidad trasciende e l ámbito 
fam iliar y pri vado por cuanto su ejercicio afecta e involucra el 
cumplimiento de los derechos de la infancia y la ado lescencia, que como 
tal constituye un asunto de interé públ ico. El interés superior del niño y la 
niña implica, necesariamente, la garantía de su desarrollo integra l. Toda 
acción u omisión en contra de este principio, se visua liza como un acto 
d iscriminatorio, que viola los derechos fu ndamentales de esa pobl ac ión. 

Este tipo de situaciones tornan apremiantes reformas legales y 
a istrativas, para garantizar el pleno ejerc ic io de los derechos humanos 
di niños y las niñas, que tomen en cuenta la fa lta de apoyo y equidad 
en cri anza y educación, la situación de discriminación de hecho en que 
se encuentran los hijos e hijas que no tienen el apell ido de sus padres y lo 
que el lo s ignifica para el acceso y el disfrute de. otros derechos 
(a limentación, herencia, nombre). 

El fo mento de la paternidad responsable requiere, necesariamente, 
de cambios en los patrones de socialización de mujeres y hombres, 
especialmente de los segundos y en particular de los niños y los 
ado lescentes. Es preciso que las instanc ias socia li zadoras primarias: 
fam ilia, escue la y comunidad, fo menten e l aprendi zaje de 
comportam ientos, va lores y act itudes tendientes a favorecer la 
corresponsabi lidad de mujeres y hombres en lo re lacionado con la crianza 
y la educac ión de hijos e hijas . En este sentido, la Convención sobre la 
elim inación de todas las formas de discriminación contra la mujer, 
ratificada por nuestro país en 1984, establece como obligación de los 
Estados, en su artículo 5, inciso b), garantizar mediante la educación "e l 
reconocimiento de la responsabi lidad común de hombres y muj eres en 
cuanto a la educación y a l desarro llo de sus hijos." En su artículo 16, inciso 
d), establece además la adopción de medidas para asegurar condiciones de 
igualdad entre hombres y mujeres, en lo concerniente a l cump limiento de : 
"Los mismos derechos y responsabilidades con progen itores, cual'Wiera 
que sea su estado civil , en materias relacionadas con sus hijos ( ... )". 

En e l plano económi co, son considerab les los gastos de 
manutención que demanda la crianza de una hij a o un hij o; en este sentido, 
es injusto que la madre asuma este tipo de responsabilidades de forma 
indiv idual, sin e l apoyo del padre. La situación soc ial que genera la 

'" Estadisticas Vi ta les, Instituto Nacional de Estadistica y Censos INEC, 1999. 
Constitución Política de la RepÚblica de Costa Rica del 7 de noviembre de 1949, San José, 

irresponsabilidad paterna, afecta el cumpli miento efectivo de los derechos 
humanos económ icos y sociales de las mujeres, sus hijos e hijas, 
reconocidos en e l ordenamiento jurídico internacional y nacional. Sin 
duda, el incumplimiento de las obligaciones económicas por parte de los 
padres, es una omisión que implica pérdida de derechos y recursos 
económicos para las madres, sus hijos e hijas. En este sentido, puede 
considerarse una forma de vio lencia patrimonial, tal y como se define en 
el artículo 2°, inciso e), de la Ley Contra la Vio lencia Doméstica.5 

Frente a la situación de abandono de las responsabilidades paternas, 
a lgunas mujeres emprenden e l difícil camino de un proceso de 
reconocimiento de paternidad. Ello conlleva un trámite excesivamente 
engorroso y burocrático, razón por la cual la mayoría de los procesos 
iniciados son abandonados antes de su conclusión. Entre los principales 
obstáculos de lo anterior, cabe señalar.6 

a) La negativa de los padr,es de reconocer voluntariamente a sus hij as 
o hijos. 

b) Las mujeres, en e l ejercicio de la patria potestad, acuden a los 
tribunales a interponer la demanda para lograr una dec laratoria de 
paternidad y, poster iormente, obtener una pensión a limentaria del 
progenitor. Sin embargo, e l promedio de duración del proceso 
j udic ial es de tres años. Durante este proceso, la madre en forma 
exc lus iva tendrá que asumir las necesidades económicas y 
materi ales, quien puede rec lamar, a lo sumo, los gastos de 
maternidad y de a limentos incurridos en los tres meses posteriores 
al nacimiento de su hija o hijo. 

c) La duración del proceso, se prolonga más de lo previsto por las 
regul aciones procesales, debido a que éstas as ignan la 
responsabi lidad de las pruebas de marcadores genéticos a los 
Laboratorios Forenses del Organismo de Invest igación Judicial 
(OTJ), quienes disponen para real izar dichas pruebas, en la práctica, 
de un plazo de tres a sú: meses, luego de presentada la solicitud por 
parte del Juzgado. 

d) Los demandados utiliza n también prácticas dilatorias, no asisten a 
las citas otorgadas POt e l 0 11 y luego solic itan su reposic ión, 
alegando fa lsos argumentos. 

e) El costo de las prueba:: de marcadores genéticos en laboratorios 
. privados, en la actual dad, osci la entre los sesenta mil y los 
dosc ientos mil colones. Esto sign ifica un límite preciso para las 
mujeres de escasos recursos económ icos. 

La reforma que sometemos a considerac ión persigue, por una parte, 
la agilización de los proceso; de fi liación y, por otra, la garantía del 
resarcim iento de los gastos a limentarios de la hij a o el hijo, incurridos por 
la madre desde el embarazo y por un plazo de doce meses, considerando 
este como razonable para o')tener la defi nición legal de la pensión 
alimentaria correspondiente. 

Para los fines de la é gi lización antes dicha, se proponen dos 
accIOnes: 

a) La reforma de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones 
y del Registro Civil , Le~ ' N° 3504, en su artículo 54, para que desde 
la instancia adm inistrativa se pueda inic iar e l procedimiento de 
determinación de la fili é ción paterna. 
Se establecería con este proyecto, la posibilidad de que en casos de 
hijas o hijos nacidos filera del matrimonio, la madre que así lo 
desee, pueda solicitar la inscripción de la paternidad desde e l 
momento del nac imit :nto. Al padre se le citará mediante 
notificación, para que SI: manifieste al respecto dentro de un plazo 
de diez días hábil es. EII caso de que a l apersonarse no acepte la 
patern idad del menor, se le dará una sola cita para acudir a reali za"rse 
un estud io comparativo de marcadores genéticos. La negativa de 
llevar a cabo la prueJa genética implicará la presunción de 
paternidad y dará lugar para que así se inscriba 
administrativamente. Di ~ha dec laración administrativa otorgará las 
obligaciones legales pro ;¡ ias de la paternidad. 
Una vez inscri ta la declaración administrat iva de la paternidad, si n 
la intervención del estudio de marcadores genét icos, el progenitor o 
sus sucesores podrán tramitar en la vía judicia l, un proceso de 
impugnación de la patenidad declarada administrat ivamente. 
Como consecuencia de t:sta reforma, deberá inc luirse en el artícu lo 
156 del Código de Familia, donde se regula la prohibición para 
ejercer la patria potestad, una ampli ac ión a la misma cuando la 
declaración de fili ac ión se haya obtenido mediante la declaración 
administrativa alud ida en e l párrafo an terior, 

b) La reforma del Código de Familia, mediante la creación de un 
proceso especial para tramitar las acc iones de filiación , que se 
regular ía en un artículo 98 bis. Esta propuesta cumple con todos los 
requis itos del deb ido proceso, pero sin enmarcarse dentro de 
ni nguno de los s istem as preexistentes; utili za los plazos 
característicos de los procesos abrev iados, y. como e llos producen 
los efectos de la cosa juzgada material. 

5 Lev contra la Vio lencia Doméstica Ley o 7586, de 10 de abril de 1996. 
6 Esta identificación de obstácu los) dificultades de los procesos de reconocimiento de 
paternidad, es producto del trabajo de consulta e investigac ión, que efectuó ia Comisión de 
Patern idad encargada de la formu lación del presente proyecto de ley. En esta Comisión 
participaron representantes de las sigui" ntes instancias: Asamblea Legislati va, Poder Judicial, 
Organismo de Invest igación Judicial, Defensoria de los Habitantes, Patronato acional de la 
Infancia, Inst ituto acional de las Muje''CS y Universidad de Costa Rica 
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Otra de las características resa ltantes de este proceso es su oralidad, 
ello implica una etapa previa de preparación de la audiencia y el 
debate, mediante la cua l se logra concentrar la recepción y 
evacuación de las pruebas y se traslada la respuesta a los posibles 
incidentes y recursos a la audiencia final , impidiendo que se utilicen 
como mecanismos dilatorios. 

"Artícul o 15 6.- Patria potestad. Exclusión para 
ejercerla. No ejercerá la patria potestad el padre o la madre 
cuya negativa a reconocer a sus descendientes haya hecho 
necesaria la declaración administrativa o judicia l de filiación, 
salvo que, posteriormente, e l Tribunal decida lo contrario de 
acuerdo con la convenienc ia de las hijas y los hijos." 

b) Se adiciona un artículo 98 bis, cuyo texto dirá: Para la consecución del segundo objetivo planteado, se propone la 
modificación del artículo 96 de l Código de Familia, donde se regula 
el reembolso de gastos a favor de la madre, de forma tal que se "Artículo 98 bis.- Proceso especial para las acciones de 
incluyan los gastos originados en el embarazo y se amplíe el plazo filiación. En los procesos en los que se discuta la filiac ión, se 
de cobertura de los mismos a los doce meses siguientes al observarán las siguientes reglas procesales: 
nacimiento, permitiendo con e ll o una más justa distribución de las a) Contenido de la demanda: En el escrito de la demanda se 
obligaciones derivadas de la paternidad y la maternidad, así como indicarán necesariamente: 
una mayor protección económica de las hijas y los hijos. . . 
Fina lmente, el proyecto también estab lece responsabilidades 1. Los nombres; los apelh~os, las .cahd~des de ambas 
inst ituciona les específicas, con e l propósit de garanti zar, partes y los numeros de cedula de Identidad. 
fundamenta lmente, el desarrollo de acciones e tmSiFmtroiN~ClONAL DE lAC' .:4"J Los hechos en .que se f~nde, expuestos uno por uno, 
para el fomento de paternidades sensi bles y a les fU MU ~erados y bien espec ificados. 

LA ASAMBLEA LEGISLATIV AREA ESPECIAlIZA~~' 1--os textos.l~gales que se invoquen en su apoyo. 
DE LA REPÚ BLICA DE COSTA RlCA DEC . DE INFORMACIO ,¡'la prete?sl.on que se formul e. ... , 

,. . El ofrecimiento de las pruebas, con mdlcaclon, en su 
LEY DE PATERNIDAD RESPONSMtiWAD DE DOCUMENTACION?, del nombre y las demás generales de ley de los 

Artículo IO-Refórmase el artículo 54 de la Ley Orgánica del testlgo~ . . 
Tribunal Supremo de Elecciones y de l Registro C ivil , Ley N° 3504, del 10 6. El . sena ~ amlento de casa u ofi c ina para recibir 
de mayo de 1965, para que se lea en adelante de la siguiente manera: notificac IOnes. 

"Artículo 54.- Inscripción de hijas e hijos habidos 
fuera del matrimonio. En la inscripción de nacimiento de 
hijos e hijas habidos fuera de l matrimonio, se consignarán la 
paternidad y la maternidad, si la dec laración es hecha por las 
dos personas que se atribuyen la calidad de progenitores y la 
firmaren . 

La madre deberá ser informada de las disposic iones 
legales y admini strativas establecidas con respecto a la 
declaración e inscripc ión de la paternidad y de las 
características de certeza de la prueba de ADN. Informada la 
madre, podrá firmar la declarac ión e indicar e l nombre del 
presunto padre. La criatura quedará inscrita en este acto bajo 
los apellidos de su madre. Al presunto padre se le citará 
mediante notificación, para que se manifieste a l respecto 
dentro de diez días hábiles a partir de la notificación, 
prev iniéndole que la no manifestación de oposic ión al 
señalamiento de paternidad dará lugar a l reconocim iento 
administrativo de la fili ac ión . En caso de que al apersonarse 
no aceptare la paternidad del menor, se le dará una so la cita 
para acudir a reali zarse un estudio comparativo de 
marcadores genéticos, ante los laboratorios judicia les o los 
acreditados debidamente por la Corte Suprema de Justicia, 
mediante el cual quedará definido si la fili ac ión señalada es 
cierta. Si no se apersonare o se negare a llevar a cabo la 
prueba genéti ca, procederá apli car la presunción de 
paternidad y dará lugar para que así se declare 
administrati vamente y se inscriba con los apellidos de ambos 
progenitores. Dicha declaración adm in istrativa otorgará las 
obligaciones legales propias de la paternidad. 

Inscrita la declaración administrativa de la paternidad sin 
la intervenc ión del estudio de marcadores genéticos, el 
progenitor o sus sucesores podrán tramitar en la vía judicial 
un ~roceso. de impugnación d,e .la paternid¡ d declarada 
admllll stratlvamente. Este tramite no suspenderá la 
inscripción del menor. 

El Registro Civi l se aj ustará a las disposiciones de la Ley 
de notificaciones, citac iones y otras comunicac iones, N° 
7637, publicado en La Gaceta 21 1 de l 4 de noviembre de 
1996, y se apoyará, en caso de ser necesario, en el sistema 
j udicia l ex istente para cumplir el trámi te de notificación 
previsto". 

Artículo 2°- Refórmase el Cód igo de Familia, Ley N° 5476, de 2 1 
de diciembre de 1973, en las siguientes disposic iones: 

a) Refórmanse los artículos 96 y 156, para que en adelante digan : 

"Artículo 96.- Decla ración de paternidad. Reembolso 
de gastos en favor de la madre. Cuando el tribunal acoja la 
dec laración de paternidad podrá en la sentenc ia condenar al 
padre a reembolsar a la madre según principios de equidad, los 
gastos de embarazo, maternidad y a limentación de la hija o el 
hij o durante los doce meses posteriores a l nac imiento . Estos 
rubros tendrán un plazo de prescripc ión de diez años. 

En todo caso, declarada la patern idad , la obli gación 
a limentaria del padre respecto a la hija o hijo se retrotraerá a la 
fecha de presentac ión de la demanda y se liqu idará en el 
proceso alimenta rio correspond iente med iante de l trám ite de 
ejecució.q de sentencia. 

Para asegurar e l pago de pensiones retroacti vas, el órgano 
jurisdiccional competente en materia de alimentos, a l dar curso 
a l proceso, decretará embargo de bienes contra el demandado 
por un monto prudencial que cubra los derechos de las 
personas beneficiarias. Dicho embargo no requerirá depós ito 
previo ni garantía de ningún tipo." 

b) Demanda defectuosa: Si la demanda no llenare los 
requisitos legales, la instancia jurisdicci ona l ordenará a l 
actor o actora que la corrija y, para e llo, le puntualizará los 
requisitos omitidos o no ll enados como es debido. Igua l 
orden dará en el caso de que la parte demandada, dentro de 
los tres pri meros días del emplazamiento, señalará a lgún ~ 
defecto legal que su autoridad hall are procedente. Dicha . r~ 
reso lución, en ambos casos, carecerá de recurso. En la 
reso luc ión se prevendrá la w rrección dentro de l plazo de 
tres días y, si no se hiciere, se declarará la inadmi sibilidad 
de la demanda y se ordenará su archivo. 

c) Emplazamiento: Presentada la demanda en forma legal o 
subsanados los defectos, el órgano jurisdiccional dará 
tras lado a la parte demandada y le concederá un plazo 
perentorio de diez días para la contestación, oponer 
excepciones previas y excepc iones de fondo, aportar la 
prueba documental y ofrecer toda la demás, con indicación 
-en su caso- del nombre y las genera les de las y los testigos. 

d) Incompetencia: Si el órgano jurisdiccional estimare que es 
incompetente, lo declarará as í de oficio y ordenará remitir 
el expediente a la instancia a quien le corresponda conocer 
el caso. 

e) Órgano jurisdiccional competente: Será competente el 
órgano con jurisdicción sobre asuntos familiares del 
dom ici 1 io de la parte demandada o de la parte actora, a 
elección de esta última y sin posibilidad de prórroga. 

f) Intervención del Organismo de Investigación Judicial: 
En la misma resolución en que se curse la demanda, se 
pedirá cita al Organismo de Investigación Judic ial de la 
Corte Suprema de Justicia, o alguno de los laboratorios r 
debidamente acreditados y reconocidos por ella, a fin de 
que se practique la prueba científica sobre la paternidad o 
maternidad en discusión. 

g) Pruebas: Después de saneado el proceso y resueltas las 
excepc iones previas, se señala rá hora y fecha, dentro de los 
treinta días siguientes, para la audiencia de recepción de 
pruebas. En la resolución deberán indicarse en fo rma 
expresa los elementos probatorios admitidos, así como la 
fecha y el lugar donde deberán presentarse las partes para 
la realización de la prueba pericial. 

h) Incidentes: o podrá suspenderse e l señalamiento por la 
in terpos ic ión de incidentes, recursos o gest iones de 
naturaleza similar, los cuales serán reservados para el inic io 
de la audiencia y resueltos en esa oportunidad. 

i) Concentración de pruebas: La totalidad de la prueba 
confesional y testimonial deberá evacuarse en una sola 
audiencia y solamente cuando sea muy abundante podrán 
fijarse audiencias sucesivas. 

j) Discusión final: Term inada la recepción de las pruebas, la 
persona juzgadora otorgará la palabra a las partes y a su 
representac ión legal para formular conc lusiones. 

k) Prueba pendiente: Si al momento de conc luir la audienc ia 
oral ex istiere prueba c ientífica pendiente de evacuar, se 
esperará su res ultado y a l llegar ' éste se pondrá en 
conocimiento de las partes por un pl azo de tres días para 
que formu len las observac iones pertinentes. 

1) Sentencia: Evacuada la prueba y cerrado el debate, se 
seña lará la hora de ese día para la lectura de la parte 
dispositiva de la sentencia, sa lvo en los casos de gran 
complej idad, en los cua les se autoriza a l juzgado para 
dictarla a l día siguiente. La notificac ión de la senten c ia 
íntegra se rea li zará de ntro de un plazo máx im o de 
cinco días. 
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m) Recursos: La sentencia será apelable dentro del tercer día 
y, en su caso, la sentencia de segunda instancia admitirá el 
recurso de casación previ sto para la materia de familia. Lo 
resuelto en firme en los procesos en los que se discuta la 
filiación, produce los efectos de la cosa juzgada material." 

Artículo 3°- Se autoriza al Ministerio de Educación Pública, al 
Patronato Nacional de la Infancia, al Instituto Nacional de las Mujeres, a 
la Caja Costarricense de Seguro Social y a las universidades públicas, a 
incluir acciones que promuevan la paternidad responsable en sus 
presupuestos, planes y programas, según los siguientes lineamientos: 

a) El Ministerio de Educación Pública, deberá promover y garantizar 
la inclusión y el desarrollo de contenidos vinculados al fomento de 
la paternidad sensible y responsable, en sus programas de estudio y 
en todos los niveles educativos. 

b) El Patronato Nacional de la Infancia, además de lo establecido 
legalmente, deberá promover e impulsar campañas de 
sensibilización y fomento de la paternidad responsable. 

c) El Instituto acional de las Mujeres deberá impulsar acciones de 
educación y capacitación que fomenten el aprendizaje de 
comportamientos valores actitudes tendientes a favorecer la 
corresponsabilidad de mujeres y hombres en la crianza y la 
educación de los hijo e hijas. 

d) La Caja Costarricense de Seguro Social deberá velar y garantizar 
que se efectúen las de laraciones de nacimiento de todo niño o niña 
que nace en sus establecimientos, así como informar a la madre 
acerca de las di posiciones legales y administrativas existentes, con 
respecto a las declaratorias de paternidad. 

e) Las universidad públj as deberán incluir acciones que promuevan 
la paternidad respon able en sus programas de docencia, 
investigación acción social. 

Rige a partir de u publi ación. 

MIGUEL GEL RODRÍG Z ECHEVERRiA.-Los Ministros 
de la Presidencia, Danilo Cha erri Soto y de la Condición de la Mujer, 
Gloria Valerín Rodríguez. 

NOTA: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 
Permanente Espec ial de la uj er. 

San José, 8 de agosto del 2000.- 1 vez.-C-72200.- (54536). 

ACUERDOS 
1° 5050 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA 
DE LA REP ÚBLICA DE COSTA RICA 

De conformidad con el artículo 9 1 del Reglamento de la Asamblea 
Legislativa, 

AC ERDA: 

Artículo único: ombrar una Comisión especial para que estudie y 
dictamine el Proyecto de Ley de Ordenamiento de las Negociaciones 
Comerciales y la Administración de los Tratados de Libre Comercio, 
acuerdos e instrumentos del comercio exterior. Estará integrada por los 
di utados Carlos Vargas Pagán, Belisario Solano Solano, Carlos Villalobos 

María Isabel Chamorro Santamaría y Guido Vargas Artavia. 

Publíquese 

Asamblea Legislativa.-San José, a los catorce días del mes de 
agosto del año dos mil.- Jorge Eduardo Sánchez Sibaja, Vicepr4;idente en Ejercicio 
de la Presidencia.- Emanuel Ajoy Chan, Primer Secretario.-Horac io 
Alvarado Bogantes, Primer Prosecretario.- I vez.-C-2850.- (55533). 

DECRETOS 
N° 28869-MOPT 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
y EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES 

En ejercicio de las fac ultades y prerrogati vas conferidas por el 
artículo 140, incisos 3 y 18 de la Constitución Política y con fundamento 
en lo establecido en la Ley de Creac ión del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes N° 4786 dei S de jul io de 1971 y sus reformas, Ley General de 
la Admini strac ión Pública N" 6227 del 2 de mayo de 1978, artículo 28 
aparte 1) y artículo 28 aparte 2) inciso b), siguientes y concordantes: 

Considerando: 

1°-Que la apertura del comercio internacional y la ac ti vidad 
turística demandan la facilitación y mejoramiento de la competitividad a 
nivel mundial, s or lo que se deben ofrecer servicios que permitan 
incrementar, diversificar y agili zar e l comercio internacional y el turi smo, 
por lo que es necesario regul ar el arribo de embarcaciones extranjeras a 
puertos habilitados dentro del territorio nacional. 

2°-Que las embarcaciones extranjeras arriban dentro <;le 1 territorio 
nacional a lugares poco accesibles y que no reúnen la calificación de 
pueno habilitados' para e l ingreso de buques, y que ante el arribo de este 

tipo de embarcaciones a lugares tan inaccesibles y remotos, no se están 
ejerciendo los controles de rigor por parte de las autoridades competentes 
en forma confiable y segura. 

3°- Que las embarcaciones que ingresan al territorio nacional 
provenientes de puertos extranjeros, deben ser recibidos por nuestras autoridades 
para su permanencia en el país, en consecuencia, los buques, carga y los 
pasajeros deberán ser atendidos en forma conjunta por las autoridades 
Marítimas, Aduanales, Migratorias, de Salud, Cuarentena Agropecuaria y 
Portuarias correspondientes, para cumplir con los requerimientos vigentes en este 
sentido y en el campo propio de las competencias de cada una. 

4°-Que es imprescindible para ejercer la actividad de control por 
parte de las autoridades nacionales, que las embarcaciones extranjeras 
arriben a "puertos nacionales" que cuenten con las condiciones necesarias 
para realizar este tipo de actividad y que se conviertan en los lugares de 
arribo oficial, por lo que se impone hacer una delimitación de los sitios 
oficiales habilitados para la recepción y despacho de carga, personas y 
buques en nuestro territorio y que con su ingreso al país quedan sometidos 
al ordenamiento jurídico nacional y a los Convenios Internacionales sobre 
la materia. 

50- Que la Ley de Creación del Ministerio de Obras Públicas y 
Transportes N° 4786 deiS de julio de 1971 y sus reformas, establece en su 
artículo 2°, siguientes y concordantes, la competencia material que asiste 
al Ministerio, consignándose en su inciso c) la obligación ineludible de 
planificar, construir, mejorar y mantener los puertos de altura y cabotaje, 
las vías y terminales de navegación interior, los sistemas de 
transbordadores y similares, regular y controlar el transporte marítimo 
internacional , de cabotaje y por vías de navegación interior. 

6°-Que tomando en consideración todo lo expuesto, es razonable 
y necesario regular el ingreso de embarcaciones provenientes de puerto 
extranjero a puertos habilitados dentro del territorio nacional. Por tanto, 

DECRETAN : 

Reglamento para regular el ingreso de 
embarcacIOnes provenientes de puerto extranjero al 

territorio nacional 
Artículo 1°- Las embarcaciones de bandera y registro extranjeros 

que incursionen en aguas territoriales de la República de Costa Rica deberán 
someterse a las leyes y reglamentos vigentes y en general , al ordenamiento 
jurídico, sin poder exceptuarse de su aplicación en ningún caso. 

Artículo 2°- El Ministerio de Obras Públicas y Transportes en su 
condición de órgano rector y fiscalizador sobre esta materia, debe 
establecer las condiciones que se deben cumplir en determinando lugar 
para ser calificado de puerto óptimo para el arribo de buques extranjeros . 

Artículo 3°- Si otras dependencias del Estado consideran que 
existen otros lugares para ser habilitados desde el punto de vista específico 
de su especialidad y materia conforme con la legislación vigente, deberán 
realizar una coordinación previa con la Dirección de Seguridad Marítima 
y Portuaria del MOPT, para que sea esta dependencia la que dicte la 
habilitación oficial del caso en virtud de la naturaleza especial de sus 
funciones y facultades como órgano rector encargado de velar por la 
seguridad de la vida humana en el mar, de las embarcaciones y 
funcionarios que realizan visita oficial a embarcaciones. 

Artículo 4°- Que en la práctica han venido operando varios puertos 
que a la fecha vienen funcionando como puertos de arribo de buques 
extranjeros que son los siguientes : Golfito, Quepos, Caldera, Puntarenas, 
Limón, Moín y Playas del Coco. En virtud de lo anterior se declara que los 
puertos señalados en este artículo son los únicos habilitados oficialmente 
para el arribo de buques extranjeros a l país. 

Con base en criterios técnicos debidamente fundamentados de 
evidente interés público, la Dirección de Seguridad Marítima y Portuaria, 
podrá eventualmente declarar la inhabilitación temporal o permanente de 
los puertos arriba citados. 

Artículo 50- Si otras dependencias estatales consideran desde el 
punto de vista de su actividad, que existen otras áreas geográficas para el 
arr ibo de buques provenientes de puerto extranjero, deberán solicitar a la 
Dirección de Seguridad Marítima y Portuaria la habilitación oficia l para 
determinar que se brinde la seguridad requerida de las personas y de la 
carga, además del fiel cumplimiento de otras condiciones materiales 
indi spensables para la eficaz y necesaria prestación de este servicio. E l 
Operador (Navi ero) queda supeditado a cumplir, observar y respetar 
fi e lmente todas las disposiciones pertinentes que las autoridades en el 
desarrollo de sus funcion es consideren conveniente, lo que les permitirá 
una actuación y ej ecución de acti vidades eficaz en beneficio del buen 
servicio público tutelado. 

Artículo 6°- La Dirección de Seguridad Marítima y Portuari a del 
MOPT queda facultada para determinar otros lugares geográficos que sean 
aptos para el arribo de buques extranjeros y verificará que cuenten con los 
requerimientos esenciales para entrar en operación, con el fin de velar por 
la seguridad de los pasajeros y de la tripulación . 

Artícul o 7°- La Dirección General de Migración del Ministe ri o de 
Seguridad Pública y la Dirección General de Aduanas del Mini sterio de 
Hacienda, dependencias que conforme con sus normativas lega les tienen 
la atribución de habilitar Jugares para el ejercicio de sus específicas 
funciones, con la promulgación de este reglamento, antes de habilitar sitios 
migratorios y aduanales en el territorio nacional , en razón de su materia, 
deberán hacerlo bajo condiciones de seguridad óptima y prev ia 
coordinación y aprobación de la Dirección General de Seguridad Marítima 
y Portuaria para velar por la seguridad de la vida humana en el mar y 
declare la habilitac ión pertinente. 


